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Señor
|.furo Hemánd€z
Conegidorde Pehonomé
Penonomá, Provincia de Coslé.

Señor Cütrqldot:

. Plácomg responder a su Nota ln, de 19 de mayo de 1997' en la c¡¡al su

antgceeor en el cargo formalmente nos solicitó nuestra opinión jufdica en tomo a
un procedimiento de Larzamier¡to por lntruso que acúualmente Ee ventila ante gsa

Conegidurfa.

Se nos señala, que la mcledad Inmobiliaria Carola S'A ha intarpuesto ante

su Despacfro, petic|ón de lanzamisnio por intruso en contra del Señor Aurelio

Moralea y otroi, por ocupar¡ s¡n aparsntemente contar con tltulo explicativo para

ello, doshncas de propiedad de la denunciante. En forma detallada nos refiere los

antecadenl€s del caso de la siguieni,e mansE:

"En primera instancia preserüÓ a sste Despacho el
señor Ricardo Eduardo Heal¡ uno de los duEños de
las üEnas en rnEnci&¡, lE que¡a furmal de que (sic)
unos ir¡uaeor* estabÉit utilizando aproximadamente
10 hedras para acfividades agrfcolas.

PosteriormEntE se me informó que, aparte de
lae üerms recienbmenta limpiadas y prgparadas
parc ac;tividades agrfcolm, todos los familiares que
se enconbaban en su tiena deblan ser desaloJados
porque repr€sentaban un pefiuido para Inmobiliaria
CaroleS.A t

Luego el Lic. Roberto l. Guardia,
reprsntante legrat de la Sociedad en mención,

glatt/á¿a & %a'nan¿
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or€r{rentó la solicitud ante este despacho para qy9 se

iiá*iá 
" 

cabo eldesalojo a los ir¡trusos quo estaban

inváienoo dicira propiáad, presentando a su vez la

certificación del Registro Público en que co!$lry. q'

;'ñerd; tropi*ário cte lNMoBlLlARlA CAR0LA

é.¡". *¡t" iaE'fincas 11ü6 y 1261, adquiridas la

orimera al22 da mayo de 'l,979 y la segunda el lu
be noviembre de 1973, respec'tivamente'

Seouidamen¡e' procedimos a citar al señor

nurerio rvróiáres euenét par€ que se notificara de.la

solicitud de Lanzamiento eistente en este despacno

;-;iñt"¡" suspendiera el trabajo que Ee-realizaba

án estag tienae que era el de agrio'rltura' Este señor

lAurelio Morales Guenel), alega que t¡ene 5u anos

de estar trabajando y habitando dichas tienas' pero

;; tú; n¡n$:; oocúmento legalquetticiera constar

suE dErechos de propiedad' Rehusando a

suspenOer tates labores agrfcotas (sic)'

En virtud de ello, solicité al departamento de

lnoenieria Municipal reafizara una inspección para

il; ; conf¡rmara la ubicación de las tienas en

üntrüo, para aEf despejar dudas [ente .a 1a

"ü1i"" 
ád señor Aurelio Morales Guenel' de

áIEü; ómo ¿ueno a la Sociedad lnmobiliaria

Carola S.A

En base a lo expuesto, dicté una Resolución

oue ordenaba el dealojo del señor Aurelio Morales

6r;*i, qG habfa ahullado las 5 ó mas hec'táreas

;ñ ¡dá" trabajadoies que s€t encontraban en el

áre". ái *at era óoieto de actividades agrfcolas sin

la arlorización de loE dueños'

Pero, por otro lado' esta R€solución n9 !9cfa
sobre el oesáto¡o de las viviendas, sino que aDr¡a..un

ñpá p"* q* las partel !.omaran una-salida

nEgóciab'l€ con respecto al {rea,,oolpaoa'-que
ffi,ñ ld afectados, tiene mdp d" P-3,1:".d"
ha6itarlas, tar¡to es asl que al$unas fam¡lias-nan

edifiedo en esa propiedad y gu9 .d9 lanzano.s

oErderlan todo, ya que la Sociedad lnmoolllana
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Carola S.A, se niega a indemnizarlos por las
mejoras existents den los tengnos.

Conbnne a lo aordado en al Resolución
dictada el 24 de marzo de 1997, el Lic. Roberto R.
Guardia R., prasentó la propuesta de sus
mandants de car:a a enconfar una salida
negociada, la gue de grosso modo contsmpla lo
siguiente: el ceder una área aproimada de 72OO
metros2, para ubicar a lEs familias que aciualmente
están ocupando las fincas de lnmobiliaria Carola
S.A, en lE calidad de ¡ntruso, Eegún los propietarios.
Y quE El detErminar dicha ároa se le dará un término
de 4 mEsEs para trasladErss a esta área, de lo
cor¡tario solicitarán el dealojo inmediato'.

De ¡o transcrito se aprgc¡4 que no se nos formula preguntas especificas,
sino se nos pide oriEntación jurfdica general sobrE el procedimiento de
Lanzamiento por IntruEo, con relación al caso que se ventila en la Conegidurla a
su cargo.

En cuanto al LanzamiEnto por lntruso, este Despacho ya en anter¡or
ocasión ha raliado compendioso estudio sobre aspectos generales del tema.
Asf, en NotE N'C-171, de 23 de agosto de 1993, esta Procuradurfa ha aclarado
puntos ¡mportant$ dE la materia, como lo son: la definición de la ocupaciÓn de
hecho; la legitimación del ac{or o denunciante; el bien jurfdico tutelado; los
caraderes de la figura del inbuso; los tftulos explicativos más comunes que sirven
a la oposición en las solicitudes dE larzamiento; el papel de las autoridades de
policfa; el ffimite o procedimiento a seguirse y los recursos en contra de las
decisiones policivas en estos casoq y las considenaciones de naturaleza social y
económica que los Conqidores deben tomar en cuenta al decidir en estas
cuesüoneE.

Adjunto copia debidamente autenticada de esa comunicación.

A lo dicho en aquella Nota, es importante agrsgar lo puntualizado por la
jurisprudencia da nuesúo más alto fibunal de justicia, la Corte Suprema de
Jugücia, que sobre el larzamiento por intruso ha dicho, en ser¡tencias de 23 de
mayo de 1991, 1 de octubre de 1993 y 30'de septiembre de 1994, lo siguiente:

t*
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Sentencia da 23 de maYo de 1991

"Se observa que la reeolución impugnada por vla de
ampanr sE refiere a una cgnhversia cMl de Policfa,
que se rige por el procedimiento establecido en las
disposicion* que comprenden los artfct¡log 1721 al
1730 del C&ligo Adminishativo, inclusive, rqulada
bajo el epfgrafe "CONTROVERSLAS CMLES DE
POLICIA EN GENERAL", aun q¡ando la norma
jurfdica que dio origen a la controwrsia coneponda

::."nt*'o 
lsee del Código Judicial.

El Pleno por su parte también comparte el sludido
criterio, toda vez i¡ua, estando pendisnte un juicio de
prescripc,ión adquisitiva de dominio sobre una finca
entablado por el supuesto infuso, lo lógico seria
eep€rar el desenlacE del mismo y evitar de esta
manera poeiblE perjuicios ar¡te fallos coñadicforios.
No hay que perder de vista que asf como el
propietario de una cosa tiene derEsho a gue la
misma sea respst¡ada, el poseedor, a tenor de lo
establecido por el artforlo 82 del Código Civil,
también tiene deracho a que su @Eeión se
rospéte. Por Ende ante el mr¡flicÍo de posiciones
encontradas la única solución viable es la de
esperar el resultado del juicio...

Proceder al larzamier¡to de una pgrsona por Intrusa
por la vfa administraüva, cusndo ésta ha propuesto
con anterioridEd un juiclo de presoipción adquisitiva
de dominio en la vfa cMl sobre el inmueble que
precisamente se alega ocupa como lntuso, teniendo
conocimiento de este hecho la parte que promueve
el lanzamiento, podrfa sEr utilizado para sorprender
la buena fe de las autoridadeE administrativas. Por
ende lo mesurado es de proceder acorde lo hizo el
Gobemador de Chiriqul al abstenerse de ordenar el
lanzamiento y esperar el resultado del juicio, puesto
que podrla darse el caso deiique el tribunal que
conoce el juicio de prescripción adquisitiva declare
al supussto intruso como propietario del inmueble
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que ocupa al considerar probado el derecho que
alegao.

Sentencia de 1 de oc,tubre de 1993

"Al mtejar el texto onstitucional con las
reoluciones emanadas de las autoridades del
subsistemE de justicia administrativa acusadas, se
advierte que ante el proceso de lamamiento por
intruso, tramitado por la vfa del presupuesto de la
inexistencia de un contralo de anendamiento, fue
excepcionada por la parte demandada en el
ontradictorio por los derechos de prescripción
adguisitiva adjuntando pruebas testimoniales y
constancia de residencia en el lugar otorgada por la
Junta Comunal, excepción ésta que obligaba a la
Conegidurfa a llevsr y enderezar el caso por el
camino cones1o, ante la justicia ordinaria civil, que
era la competente para conocer del asunto. Al omitir
el procedimiento legal que conesponde a los juicios
posesorios, no cabe duda, a juicio de la Corte, que
se infinge la garantfa del debido prcceso y
conjuntamente el de la competencia de la adoridad
que asumió la decisión de un esunto, ignorando asi
los derechos posEsorios de la demandada
mantenidos durante más de treinta años, las mejoras
incorporadas y hasta una vivienda produc'to del
esfi.¡erzo y trabajo de la poseedora del bien
inmueble. El lamamiento por intruso es viablE en loE

supuestos del artfculo 1399 del Gódigo Judicial,
psro no puede extenderse como el mecanismo legal
de saneamiento de una propiedad en la que existen
sembradfos, construcciones y mejoras producto de
derechos reales, logrados por una psesión pacffica
e inintem:mpida de máe de ireinta años, que
constituyen el tltulo explicativo de la posesión a que
se refiere este norma. Como se puede apreciar este
no EE el caso de los intrusos o invasores de
inmuEbles ajenos". r

(ñ
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Sentencia de 30 de septiembre de 1994

'Conviene aclarar, asimismo, que el Proceso de
presoipción adquisitiva de dominio promovido por el
ahora demandante (Luis Antonio Chavanfa) y otros
ciudadanos más, no tiene incidencia alguna en el
aspec{o de la competencia, porgue la fecha en que
se emitieron las dos resoluciones acr,¡sadas eg
anterior a la fecha en que fue promovido dicho
procoso, tal como se lée en la certificación
auterüicada que reposa a foja 11 y 12 del
expediente. Además, por un lado, no @nsta probado
ningún hecho que sirva de fundamento al derecho
de posesión alegado por el demandante que pudiera
indicar a este Tribunal Constitucional que la
Eutoridad de policfa debió absteneree de emitir gu

decisión y declinar el conocimier¡io del caso a los
funcionarios de la jurisdicción civil ordinaria {Juez de
Cjrcuito)

En cuanto al procedimiento a seguir, en estos casoE,
se ha afirmado, con fundamento en la parte final del
artfculo 1399 in comento ( que haca refErencia a la
ejecución inmediata del lanzamiento cuando "el
ocupante o los ocupanteg no exhibieren tftulos
explicativos de su ocupación"), que la petición de
lanzamiento por intrueo conlleva a una'acción de
fuerza" por parte de la autoridad administrativa de
policla y no al nacimiento de un procedimiento
administrativo motivado por una controversia civil de
policfa en el que las partes tengan oportunidades
para una eÍec;tiva defensa, procedimiento
reglamentado en el Tftulo V, Capftulo ll y Tftulo Vl
del Libro lll del Código Administraüvo. Tal
planteamiento, en nuegtro @ncepto, no ss
compadece con El sentido y alcanc€ que en nueetro
derecho reviste la garantfa del debido proceso. Al
prosentar una petición de lanzamiento por intruso, el
dernandante debe probar su talidad de propietario y
la calidad de irfruso de gui'en ocupa el inmueble,
entonceg parcce obvio que debe darse la
oporü:nidad a la parte demandada para justificar su
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I ocupación, mediante un procedimiento
adminisfet¡vo, en el que ambas partes puedan ser' escuchadas y aportar pruebas y, particularmente, en
el cual la autoridad de policfa tenga la oportunidad
de valorar los hechos y las pruebas aportadas a
efecto de que produzca una decisión ajustada a
derecho.

Una interpretación restric'tiva del artlculo 1399
comentado, haciendo abgolutamente abgtracción de
muchas otras disposiciones de nuestro
ordenamiento jurfdico, podrla conducir sin duda a la
toma de decisiones ar.bitrarias si no se le perm¡te a
quienes resulten demandados, las garantlas

:::t"t'"t 
para su adecuada defensa.

Es aef como el Pleno de esta Corporación de
Justicia ha manifestrado en ocasiones anteriores,
que siendo el larxzamiento por intruso una
conlroversia civil de policla "sE rige por el
procedimiento eEtablecido en lae disposiciones que

comprenden los artlculos 'l'721 al 1745 del Código
Administmtivo, inclusive, regulado bajo el gpfgrafe
CONTROVERSIAS CIVILES DE POLICIA EN

GENEML, aun cuEndo la norma jurldica que dio
origen a la controversia conesponda al artlculo 1399
del Código Judicial'.

Al corrfrontarse las Eentencias hnscritas con el contenido de nuestra Nota

N'C-171 de 1993, fác¡lmente se puede observar que las mismas modifican

subsüancialmente lo dicho por este Despacho en cuanto lo siguiente:

1. Cual debe eer el prccedimiento a seguirse en los caEos de lanzam¡ento
por infuso;

2. De que manera los hshos de pos*ión y la pendencia de juicios de
presoipción adquisitiva de dominio, oporan como tftulos de oposición a la
solicitudes de larzam¡er¡to. ' ,

Sobre el procedimiento a seguirse, 'h Corte ha reiterado que en todos los
casos de lanzamiento por infuso las autoridades de policfa deben suiataFe a log

tsámites previstos en loe artfculos 1721 al 1745 del Código Administrativo,
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Conlrovenias Civiles de Policfa en General, pues en su concepto la posición de
que la petición de lanzamiento conlleva una'acción de fueza' por parte de la
autoridad de policfa y no'un el nacimiento de un procredimiento administrativo
motivado por una conlroversia civil, no Ee compadece con el sentido y alcance
qu6 en nueslro derecho tiene la garantfa del debido proc€so.

Por otm parte, la Corte ha Establecido que de probarse por parte del
ocupante hechos de poeesión, la Eutoridad de policfa debs abtenerss de em¡t¡r

su decisión y declinar el conocimiento del eso a los funcionarios de la
jurisdicc.ión civil ordinaria. Como regla general, las autoridades de policfa no
deben acseder a solicitudes de larzamiento cuando el ocupante demuestra una
posesión (a favés de hecl¡oe positivos que sólo ejercerla un propietario como Io

son el srendamiento, el corte de madera, la construcción de edificios, la de
cenamientos, Ias plantraciones o sementeras y otros similares), de má8 de 15

años.

Además, ha indicado la Corte que de hallarse pendiente juicio de
prescripción adquisitiva de dominio en la vfa civil sobre el inmueble que se alega
como cupado por un inlruso, la adoridad de policfa debe de abstenerse de
ordenar lanzamiento y esperar el resultado del mismo, puesto que podrla darse el
caso de que el hibunal que conoce el juicio de prescripción declare al supuesto
iniruso 6mo propietario.

Para finalizar¡ en vigta loe principios esbozados en nuestra Nota N'C-171
de 1993 y en la jurisprudencia cilada, somos de la opinión que en el presente

caso, al no haber sido probados por la parte demandada los hechos qua
fundamenten su posesión, y en @nsecuencia su potencial derecho a adquirir
dichoe tenenos por prescripción adquisitiva de dominio, la Conegidurfa de
Penonomé ha act¡¡ado de aq¡erdo a sus alribuciones al declarar al señor Aurelio
Moralee y oitos, como ocupantes de hecho y ordenar su lanzamier¡to por infuso
de las tienas pertenecientes a la lnmobiliEria Carola S.A

Si el Señor Morales y otros, se consideran perjudicados con la decisión de
la autoridad de policfa, siempre queda de ellos, de no ac,eptar la oferta de
reubicación y traspaso hecha por la propietaria de las tienas, la interposición de
los recursos legales y constitucionales que se le mnceden para el amparo de sug
derechos.
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En espera de qua sta rspusüa ayude a esclarecer 8us dudas'

muestrasdenuesirosrespstos,quEdodeuEted,,4

Atentaments, ) il
l4.l/t/fr/,7 ""rtq

Alma Mo¡l6negro d/ Flstcher
Procuralora de la Mministración.

AIvldeF/1Zhf.

c.c. Prdeeora América Tones de Mceltresh
Alcaldesa del DistÍito de Penonomé
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